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CONTESTACION DEPTO 2022-092

Carolina Restrepo <crestrepogon@gmail.com>
Vie 29/07/2022 9:12 AM

Para: Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague
<adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co>;ROAORTIZABOGADO@gmail.com
<ROAORTIZABOGADO@gmail.com>;ROAORTIZTOLIMA@gmail.com <ROAORTIZTOLIMA@gmail.com>
Señora juez.
Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Ibagué
adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co
Despacho
Ibagué – Tolima

 

Nº Radicación:           73001-33-33-006-2022-00092-00
Proceso:                     Nulidad y Restablecimiento del Derecho
Demandante:             Carlos Dairo Valero González
Demandado:              Nación - Ministerio De Educación Nacional - FOMAG

 

Asunto: Contestación del Departamento del Tolima.
 

JOHANA CAROLINA RESTREPO GONZÁLEZ, mayor de edad, identificada con cédula de
ciudadanía No. 38.363.549 de Ibagué, y portadora de la Tarjeta Profesional No. 166.010 del
Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada del Departamento del Tolima,
según poder anexo conferido por la Directora del Departamento Administrativo de Asuntos
Jurídicos, dentro de la oportunidad legal, me permito CONTESTAR la demanda de la
referencia


-- 

Cordialmente,

CAROLINA RESTREPO GONZÁLEZ
Abogada

mailto:adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co


Señora juez. 

Juzgado Sexto Administrativo del Circuito de Ibagué 

adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Despacho 

Ibagué – Tolima 

 

Nº Radicación:  73001-33-33-006-2022-00092-00 

Proceso:   Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante:  Carlos Dairo Valero González 

Demandado:  Nación - Ministerio De Educación Nacional - FOMAG 

 

Asunto: Contestación del Departamento del Tolima. 

 

JOHANA CAROLINA RESTREPO GONZÁLEZ, mayor de edad, identificada con 

cédula de ciudadanía No. 38.363.549 de Ibagué, y portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 166.010 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de 

apoderada del Departamento del Tolima, según poder anexo conferido por la 

Directora del Departamento Administrativo de Asuntos Jurídicos, dentro de la 

oportunidad legal, me permito CONTESTAR la demanda de la referencia, en los 

siguientes términos: 

 

PARTE QUE REPRESENTO 

En cumplimiento de lo previsto en el artículo 175 del Código de Procedimiento 

Contencioso y de lo Contencioso Administrativo, manifiesto que el Departamento 

del Tolima, es una entidad territorial representada legalmente por el Doctor 

RICARDO OROZCO VALERO, en su condición de Gobernador con domicilio en la 

ciudad de Ibagué, Edificio de la Gobernación del Tolima, ubicado en la carrera 3ª 

entre calles 10ª y 11ª. 

 

PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS 

 

1. El hecho se acepta, el docente solicitó el pago de cesantías definitivas en el 

año 2019, dicho año se procedió a presentar proyecto del correspondiente 

Acto Administrativo para que fuera revisado y aprobado por la Fiduprevisora 

que administra el FOMAG. 

2. Es cierto. 

3. No es un hecho, es una apreciación subjetiva del apoderado al servicio de la 

parte actora.  

 



 

4. No es un hecho que sea competencia de mi representada por tanto no es 

posible pronunciarme sobre el mismo. Es de señalar que como quiera que la 

solicitud se radicó en 2019, la normativa aplicable es el Decreto Ley 1071 de 

2006. 

5. Claramente se dio cumplimiento a las atribuciones de la Secretaría de 

Educación al expedir el Acto Administrativo por el cual se reconocieron las 

cesantías a la docente. Y se procedió a notificar y dar el trámite para que se 

realizara el pago a cargo del FOMAG.  

 

6. No es un hecho que tenga relación con mi representada toda vez que el pago 

de las sanciones por mora corresponde al FOMAG – Fiduprevisora, es dicha 

entidad la competente para reconocer y efectuar dichos pagos.  

7. No le corresponde a esta defensa, el pago de las sanciones por mora 

corresponde al FOMAG – Fiduprevisora, es dicha entidad la que puede 

ordenar dichos pagos. Tampoco es posible pronunciarse sobre este hecho 

como quiera que al momento de contestación de esta demanda la 

dependencia encargada no ha remitido los antecedentes administrativos.  

8. No es un hecho, es una interpretación subjetiva del apoderado al servicio de 

la parte actora. 

9. No es un hecho que tenga relación con mi representada por tanto no es 

posible pronunciarme sobre el mismo. 

10. No es un hecho que tenga relación con mi representada por tanto no es 

posible pronunciarme sobre el mismo. 

11. El hecho no le consta a esta defensa, es información que solo compete al 

FOMAG – Fiduprevisora. 

12.  No es un hecho, es una interpretación subjetiva y pretensiosa del apoderado 

al servicio de la parte actora siendo de caso señalar que si bien ya no se tiene 

la calidad de convocada sino se demandada, la entidad territorial que 

represento NO TIENE LA OBLOIGACIÓN de efectuar pago por concepto de 

sanción moratoria y mucho menos de solicitudes efectuadas con anterioridad 

a diciembre de 2019, por tanto, es información que solo compete al FOMAG 

– Fiduprevisora. 

 

AMPLIACIÓN DE LOS HECHOS 

 

El docente CARLOS DARIO VALERO GONZALEZ identificado con cédula 

93.390.809 presentó solicitud para el pago de cesantías definitivas, quedando 

radicada bajo el consecutivo 2019-CES-731355 del 25/04/2019. 

 

De acuerdo con los datos estudiados, el docente contaba con vinculación 

Departamental SGP de la Institución Educativa Altozano Sede La Yuca del 

Municipio de Ortega – Tolima. Y según lo certificado por la Secretaría de Educación, 



el docente prestó sus servicios entre 2010 y 2017, pues fue retirado del servicio en 

Resolución 3063 de 27 de abril de 2018. Y así mismo existió un pago parcial de 

cesantías mediante Resolución 0258 de 2019 del Fondo Nacional del Ahorro. 

 

Ahora bien, pertinente resulta señalar que el año 2020 fue atípico, que obedeció a 

una emergencia sanitaria que afectó las actividades del sector público y privado, las 

diferentes autoridades administrativas tuvieron que adoptar medidas para conjurar 

la situación y procurar cumplir con las actividades ordinarias, a pesar de la crisis.  

 

El Departamento del Tolima expidió el Decreto 292 de 2020 por el cual se declara 

la emergencia sanitaria en salud en el departamento del Tolima. El Decreto 293 de 

2020 por el cual se declara una situación de calamidad pùblica en el departamento 

del Tolima y se dictan otras disposiciones. Se expidió el Decreto 298 de 2020: Por 

medio del cual se suspende la atención presencial al público en las instalaciones de 

la Gobernación del Tolima dependencias adscritas fuera del edificio. Fue necesario 

adoptar las medidas ordenadas por el Ministerio de Salud en Decreto 322 de 2020 

por el cual se ordena el aislamiento preventivo en todo el Tolima entre el 25 de 

marzo al 13 de abril de 2020, limitando la libre movilización de vehículos. Y el 

Decreto 323 de 2020 Por medio del cual se declara la Urgencia Manifiesta en el 

departamento del Tolima. 

 

 

Se recibió aprobación de la Fiduprevisora sobre las cesantías definitivas del docente 

el 26 de mayo de 2021. La Secretaria de Educación y Cultura expidió la Resolución. 

No. 2041 de 02 de junio de 2021, “por la cual se reconoce y ordena el pago de una 

cesantía definitiva”. 

 

 

PRONUCIAMIENTO A LAS PRETENSIONES 

 

Manifiesto al despacho que me opongo a LA TOTALIDAD de las pretensiones de la 

demanda, toda vez que no corresponde al Departamento del Tolima sufragar el 

pago de la sanción legal establecida por el retardo en el pago de las cesantías, dicha 

obligación debe ser asumida por el FOMAG administrado por la Fiduprevisora. 

 

RAZONES JURÍDICAS DE LA DEFENSA 

 

La Ley 244 de 1995, por la cual se fijan términos para el pago oportuno de 

cesantías para los servidores públicos, se establecen sanciones y se dictan 

otras disposiciones, modificada y adicionada por la Ley 1071 de 2006, señala: 

(…)  



Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto reglamentar el reconocimiento 

de cesantías definitivas o parciales a los trabajadores y servidores del Estado, así 

como su oportuna cancelación. 

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Son destinatarios de la presente ley los miembros 

de las Corporaciones Públicas, empleados y trabajadores del Estado y de sus 

entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Para los mismos efectos 

se aplicará a los miembros de la fuerza pública, los particulares que ejerzan 

funciones públicas en forma permanente o transitoria, los funcionarios y 

trabajadores del Banco de la República y trabajadores particulares afiliados al 

Fondo Nacional de Ahorro. 

Artículo 3°. Retiro parcial de cesantías. Todos los funcionarios a los que hace 

referencia el artículo 2° de la presente norma podrán solicitar el retiro de sus 

cesantías parciales en los siguientes casos: 

1. Para la compra y adquisición de vivienda, construcción, reparación y ampliación 

de la misma y liberación de gravámenes del inmueble, contraídos por el empleado 

o su cónyuge o compañero(a) permanente. 

2. Para adelantar estudios ya sea del empleado, su cónyuge o compañero(a) 

permanente, o sus hijos. 

Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, 

por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo 

el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución 

correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 

Parágrafo. En caso de que la entidad observe que la solicitud está incompleta 

deberá informársele al peticionario dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al 

recibo de la solicitud, señalándole expresamente los documentos y/o requisitos 

pendientes. 

Una vez aportados los documentos y/o requisitos pendientes, la solicitud deberá ser 

resuelta en los términos señalados en el inciso primero de este artículo. 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo 

de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 

administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 

servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido 

para el Fondo Nacional de Ahorro. 



Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de 

los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 

recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se haga 

efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no cancelación 

dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá repetir 

contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se produjo por 

culpa imputable a este. 

(…)  

Como se observa, la indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, 

modificada y adicionada ulteriormente, es una sanción a cargo del empleador 

moroso y a favor del trabajador, establecida con el propósito de resarcir los daños 

que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación del 

auxilio de cesantía parcial o definitiva en los términos de las mencionadas leyes.  

El espíritu de la comentada disposición es proteger el derecho de los servidores 

públicos a percibir oportunamente la liquidación de sus cesantías definitivas o 

parciales. En tal sentido, estableció el procedimiento para su reconocimiento y pago, 

consagrando, entre otros asuntos, una sanción a cargo de la Administración y a 

favor del trabajador, correspondiente a un día de salario por cada día de retardo, en 

caso de constituirse retardo en el pago de la referida prestación. 

La sanción moratoria se contabiliza a partir de la firmeza del acto administrativo que 

ordena la liquidación de las cesantías, vale decir, cuando no se interpongan 

recursos contra el mismo, cuando se renuncie expresamente a ellos o cuando los 

recursos interpuestos se hayan decidido (art. 62 del C.C.A.). 

En los eventos en que la administración no se pronuncie o se pronuncie tardíamente 

frente a la solicitud del pago del auxilio de cesantía, dicha situación, salvo los casos 

previstos por la ley para su retención, no la exime de la sanción moratoria 

correspondiente a un día de salario por cada día de retraso.  

En este sentido se ha pronunciado la Sección Segunda de esta Corporación 

estableciendo el momento a partir del cual se configura la sanción moratoria: 

"La Sala ha venido expresando que para lograr la efectividad de la previsión 

normativa contemplada en el parágrafo del artículo 2º de la Ley 244 de 1995 el 

momento a partir del cual comienza a correr el término para que se genere la 

indemnización moratoria por el no pago oportuno de las cesantías definitivas en los 

eventos en que no exista acto de reconocimiento debe contabilizarse en la 

siguiente forma: 



Se toma la fecha en la cual el interesado radicó la petición de reconocimiento y pago 

de las cesantías definitivas con los anexos que corresponda. Desde esa fecha 

deben computarse, conforme a los términos a los que alude la Ley 244 de 1995, 

quince (15) días hábiles para "expedir la Resolución correspondiente" de liquidación 

de las cesantías definitivas, más cuarenta y cinco (45) días hábiles a partir de la 

fecha en la cual haya quedado en firme dicha resolución, para efectuar el pago de 

la prestación social. Esto implica que deben contabilizarse en total sesenta (60) días 

hábiles a partir de la petición, más el término de ejecutoria de la resolución 

correspondiente, que ordinariamente corresponde a cinco (5) días hábiles, para un 

gran total de sesenta y cinco (65) días hábiles. 

En conclusión, cuando la entidad no se pronuncie frente a la solicitud de 

reconocimiento y pago de las cesantías definitivas, el término para el cálculo de la 

indemnización moratoria comenzará a computarse a partir del día siguiente a los 

sesenta y cinco (65) días hábiles posteriores a la radicación de la petición de 

cesantías definitivas que obviamente debe ser posterior al retiro". 

 

 

 

Ahora bien, continuando con el análisis normativo, se tiene que la ley 91 de 1989, 

en su artículo 3°, creó el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y 

estadística, sin personería jurídica, cuyos recursos serán manejados por una 

entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 

90% del capital. El artículo 5° de la ley citada fijó los objetivos del Fondo, siendo los 

principales: a) Efectuar el pago de las prestaciones sociales del personal afiliado; b) 

garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales. Estos últimos deberá 

contratarlos de acuerdo con las instrucciones impartidas por el Consejo Directivo; 

c) Velar para que la Nación cumpla en forma oportuna con los aportes que le 

corresponden e igualmente transfiera los descuentos de los docentes;  d) Velar para 

que todas las entidades deudoras del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, cumplan oportunamente con el pago de sus obligaciones. El artículo 9° 

de la ley estableció como obligación del Fondo el pago de las prestaciones sociales, 

pero el reconocimiento de éstas queda a cargo de las entidades territoriales 

competentes, en virtud de la delegación que la Nación, a través del Ministerio de 

Educación Nacional, les haga de dicha función. 

 

La anterior disposición se complementa con lo que prescribe el artículo 180 de la 

ley 115 de 1994, en cuanto señala que serán reconocidas por intermedio del 

Representante del Ministerio de Educación Nacional ante la entidad territorial a la 



que se encuentre vinculado el docente, por lo que es claro que la competencia en 

relación a las pretensiones del accionante no corresponden a la Administración 

Departamental. 

 

De otra parte, cabe anotar que el Fondo no debe pagar algunas prestaciones, toda 

vez que el parágrafo 2° del artículo 15 dispuso que continuaban a cargo de la Nación 

como entidad nominadora, a favor del personal nacional o nacionalizado, vinculado 

antes o con posterioridad al 31 de diciembre de 1989, las siguientes: las primas de 

navidad, de servicios y de alimentación, el subsidio familiar, el auxilio de transporte 

y las vacaciones. 

 

En el contrato celebrado entre la Nación-Ministerio de Educación Nacional con la 

Fiduciaria La Previsora S.A., que consta en escritura pública 0083 de 21 de junio de 

1990 de la Notaría 44 de Bogotá, D.C.  constan las obligaciones que adquiere la 

Fiduciaria y por ende,  en cuanto el cumplimiento de las mismas implique actos de 

representación del patrimonio autónomo, debe entenderse que esa representación 

corresponde a la Fiduciaria la Previsora S.A. 

 

Por último, cabe observar que en los casos en que se discutan cuestiones 

relacionadas con el reconocimiento del derecho, o conexo o derivado de éste, la 

representación la tendrá el Ministerio de Educación Nacional;  y en relación con el 

pago de derechos ya reconocidos la representación la tendrá la Fiduciaria La 

Previsora S.A. 

 

En los litigios originados en actos administrativos de reconocimiento de 
prestaciones sociales del Magisterio, que profiera el Representante del Ministerio 
de Educación Nacional ante la entidad territorial a la que se encuentre vinculado el 
docente, la representación judicial le corresponde al Ministerio de Educación 
Nacional. A la Fiduciaria La Previsora S.A. le corresponde ejercer la representación 
extrajudicial y judicial en los asuntos concernientes al cumplimiento de sus deberes 
indelegables, tanto los estipulados en el acto constitutivo del fideicomiso como los 
previstos en el artículo 1234 y demás disposiciones legales pertinentes de la ley 
mercantil. 

 

Por último, es preciso indicar que el Honorable Consejo de Estado ha aclarado que 

en los casos en que se discutan cuestiones relacionadas con el reconocimiento del 

derecho, o conexo o derivado de éste, la representación la tendrá el Ministerio de 

Educación Nacional;  y en relación con el pago de derechos ya reconocidos la 

representación la tendrá la Fiduciaria La Previsora S.A, siendo entonces claro que 



las pretensiones materia de la presente acción no radican en la Administración 

Departamental. 

 

En efecto, tal como lo precisó recientemente la sentencia T-619 de 1999, el Fondo 

Nacional de Prestaciones del Magisterio es una cuenta especial de la Nación, sin 

personería jurídica, con patrimonio independiente, pero con recursos que son 

administrados por la Fiduciaria la Previsora, en virtud del contrato suscrito con la 

Nación- Ministerio de Educación Nacional. De allí que la Fiduciaria la Previsora, en 

virtud de dicho contrato,  administra los recursos que integran el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, los invierte y los destina al cumplimiento de los 

objetivos previstos para el Fondo, uno de los cuales es el pago oportuno de las 

prestaciones sociales del personal docente. 

 

Quiere decir lo anterior, que la obligación del reconocimiento de las cesantías parciales 

corresponde al Fideicomitente, es decir, al Ministerio de Educación- Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales, y una vez efectuado corresponderá a la Fiduciaria cancelar 

el valor de la respectiva prestación.         

 

Así las cosas, tenemos que como quiera que los demandantes no aportan prueba 

clara y fehaciente de la responsabilidad del Departamento del Tolima sus 

pretensiones carecen de sustento jurídico,  por lo que la administración 

Departamental demuestra su actuar conforme a la ley, y por lo tanto no resultan 

procedentes sus pretensiones.   

 

Ahora bien, resulta Importante exponer el criterio que se adoptó en la Sentencia SU 

336 de 2017 por la Corte Constitucional frente al principio de igualdad en el 

reconocimiento del pago de sanción mora frente a las cesantías de los docentes del 

estado. En dicha providencia se concluyó que: Aplicar el régimen general de los 

servidores públicos a los docentes oficiales en materia de sanción moratoria resulta 

ser la condición más beneficiosa y, en esa medida, la que se adecúa mayormente 

y de mejor manera a los principios, valores, derechos y mandatos constitucionales, 

particularmente, al principio de favorabilidad consagrado en el artículo 53 de la 

Constitución. 

  

Dichas prestaciones sociales y el pago de la respectiva sanción moratoria, en los 

casos en que se excediera el término para su respectivo reconocimiento y pago, 

debe ser pagado por el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio 

(FOMAG). Frente al pago de las prestaciones sociales a favor de los docentes 

nacionalizados, el Decreto 2563 de 1990 en su artículo 7° determinó que las mismas 



estarían a cargo de la Nación y serian pagadas por el Fondo nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio; igualmente en la Ley 91 de 1989, se indicó: 

 

“Artículo 2º.- De acuerdo con lo dispuesto por la Ley 43 de 1975, la Nación y las 

entidades territoriales, según el caso, asumirán sus obligaciones prestacionales con 

el personal docente, de la siguiente manera: 

 

(…) 5.- Las prestaciones sociales del personal nacional y nacionalizado que se 

causen a partir del momento de la promulgación de la presente Ley, son de cargo 

de la Nación y serán pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio; pero las entidades territoriales, la Caja Nacional de Previsión Social, el 

Fondo Nacional de Ahorro o las entidades que hicieren sus veces, pagarán al Fondo 

las sumas que resulten adeudar hasta la fecha de promulgación de la presente Ley 

a dicho personal, por concepto de las prestaciones sociales no causadas o no 

exigibles.” 

 

La ley 91 de 1989, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

atenderá las prestaciones de los docentes nacionales y nacionalizados, así: 

 

“ARTÍCULO  9. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, serán reconocidas por la Nación a través del 

Ministerio de Educación Nacional, función que delegará de tal manera que se realice 

en las entidades territoriales.” 

 

Con relación a lo anterior, el Decreto reglamentario 2831 de 2005, en cuanto al 

trámite de reconocimiento de prestaciones sociales de docentes a cargo del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, consagra en su artículo 4 y 5, 

que la resolución por medio de la cual se reconoce dichas prestaciones, la elabora 

y suscribe el Secretario de Educación del respectivo ente territorial; sin embargo, 

con esto no se quiere decir que la función de reconocimiento de prestaciones 

sociales de docentes afiliados a este fondo, se transfiera a las entidades territoriales, 

pues los pagos de las prestaciones se hacen con cargo a la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 

Ahora bien, el artículo 5º de la Ley 1071 de 2006, “Por medio de la cual se adiciona 

y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o 

parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para 

su cancelación” establece lo siguiente: 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo 

máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme 

el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de 

lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 



Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 

de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 

propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 

que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la 

no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad 

podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se 

produjo por culpa imputable a este. 

Es importante hacer mención lo contemplado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 

2019 el cual reza lo siguiente: 

ARTÍCULO 57º. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las 

cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 

serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

(…). 

PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción 

por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los 

plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías 

por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías. 

(…)” 

Quiere lo anterior decir, que para poder establecer si existe a cargo de la entidad 

territorial la obligación de cancelar la sanción solicitada, se debe revisar el término 

que da la norma para expedir el acto administrativo de reconocimiento y con ello, 

debe verificarse, el trámite efectuado a la solicitud a efectos de establecer si hubo 

mora y dónde se generó la misma. 

Es así como el Artículo 2.4.4.2.3.2.22 del Decreto 1075 de 2015 al momento de fijar 

el término para resolver las solicitudes de reconocimiento, señaló: 

“Artículo 2.4.4.2.3.2.22. Término para resolver las solicitudes de reconocimiento de 

cesantías. Las solicitudes correspondientes a reconocimientos de cesantías 

parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio deben ser resueltas sin exceder 15 días hábiles contados desde la 

radicación completa de la solicitud por parte del peticionario.” 

De otra parte, el artículo 2.4.4.2.3.2.27, estableció lo correspondiente al pago de los 

reconocimientos de cesantías, así: 



“Artículo 2.4.4.2.3.2.27. Pago de los reconocimientos de cesantías. Dentro de los 

45 días hábiles siguientes a la notificación y ejecutoria del acto administrativo 

que reconoce las solicitudes de reconocimiento de cesantías parciales o definitivas, 

la sociedad fiduciaria deberá efectuar los pagos correspondientes” 

 

Decreto Legislativo No. 564 de 2020 

Que en los términos del artículo 215 de la Constitución Política, el Presidente de la 

República, con la firma de todos los ministros, en caso de que sobrevengan hechos 

distintos de los previstos en los artículos 212 y 213 ibídem, que perturben o 

amenacen perturbar en forma grave e inminente el orden económico, social y 

ecológico del país, o que constituyan grave calamidad pública, podrá declarar el 

Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. 

  

Que según la misma norma constitucional, una vez declarado el estado de 

Emergencia Económica, Social y Ecológica, el Presidente, con la firma de todos los 

ministros, podrá dictar decretos con fuerza de ley destinados exclusivamente a 

conjurar la crisis y a impedir la extensión de sus efectos. 

  

Que estos decretos deberán referirse a materias que tengan relación directa y 

específica con el estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica, y podrán, 

en forma transitoria, establecer nuevos tributos o modificar los existentes. 

  

Que mediante el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, se declaró el estado de 

emergencia económica, social y ecológica en todo el territorio nacional, por el 

término de treinta (30) días calendario, con el fin de conjurar la grave calamidad 

pública que afecta al país por causa del Coronavirus COVID-19. 

  

Que, dentro de las razones generales tenidas en cuenta para la adopción de dicha 

medida, se incluyeron las siguientes: 

  

Que el 7 de enero de 2020, la Organización Mundial de la Salud (o en adelanta 

OMS) identificó el Coronavirus COVID-19 y declaró este brote como emergencia de 

salud pública de importancia internacional. 

  

Que el 6 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y de la Protección Social dio a 

conocer el primer caso de brote de enfermedad por Coronavirus COVID-19 en el 

territorio nacional. 

  

Que el 9 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud solicitó a los países 

la adopción de medidas prematuras, con el objetivo de detener la transmisión y 

prevenir la propagación del virus. 

  



Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud declaró el brote 

de enfermedad por coronavirus COVID-19 como una pandemia, esencialmente por 

la velocidad de su propagación y la escala de trasmisión, puesto que a esa fecha 

se habían notificado cerca de 125.000 casos de contagio en 118 países, y que, a lo 

largo de esas últimas dos semanas, el número de casos notificados fuera de la 

República Popular China se había multiplicado en 13 veces, mientras que el número 

de países afectados se había triplicado, por lo que instó a los países a tomar 

acciones urgentes. 

  

Que según la OMS, la pandemia del Coronavirus COVID-19, es una emergencia 

sanitaria y social mundial, que requiere una acción efectiva e inmediata de los 

gobiernos, las personas y las empresas. 

  

Que mediante la Resolución 0000380 del 10 de marzo de 2020, el Ministerio de 

Salud y Protección Social adoptó, entre otras, medidas preventivas sanitarias de 

aislamiento y cuarentena por 14 días de las personas que, a partir de la entrada en 

vigencia de la precitada resolución, arribaran a Colombia desde la República 

Popular China, Francia, Italia y España. 

  

Que mediante Resolución 385 del 12 de marzo de 2020, el ministro de Salud y 

Protección Social, de acuerdo con lo establecido en el artículo 69 de la Ley 1753 de 

2015, declaró el estado de emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-

19 en todo el territorio nacional hasta el 30 de mayo de 2020 y, en consecuencia, 

adoptó una serie de medidas con el objeto de prevenir y controlar la propagación 

del Coronavirus COVID-19 y mitigar sus efectos. 

  

Que el vertiginoso escalamiento del brote del Coronavirus COVID-19, hasta 

configurar una pandemia, representa actualmente una amenaza global a la salud 

pública, con afectaciones al sistema económico, de magnitudes impredecibles e 

incalculables, de la cual Colombia no podrá estar exenta. 

  

Que la expansión en el territorio nacional del brote de enfermedad por el 

Coronavirus COVID- 19, cuyo crecimiento exponencial es imprevisible, sumado a 

los efectos económicos negativos que se han venido evidenciando, es un hecho 

que, además de ser una grave calamidad pública, constituye en una grave 

afectación al orden económico y social del país, que justificó la declaratoria del 

Estado de Emergencia Económica y Social. 

  

Que el Ministerio de Salud y Protección Social reportó el 9 de marzo de 2020 0 

muertes y 3 casos confirmados en Colombia. 

  

Que al 17 de marzo de 2020 el Ministerio de Salud y Protección Social había 

reportado que en el país se presentaban 75 casos de personas infectadas con el 



Coronavirus COVID-19 y O fallecidos, cifra que ha venido creciendo a nivel país de 

la siguiente manera: 102 personas contagiadas al 18 de marzo de 2020; 108 

personas contagiadas al día 19 de marzo de 2020; 145 personas contagiadas al día 

20 de marzo, 196 personas contagiadas al día 21 de marzo, 235 personas 

contagiadas al 22 de marzo, 306 personas contagiadas al 23 de marzo de 2020; 

378 personas contagiadas al día 24 de marzo; 470 personas contagiadas al día 25 

de marzo, 491 personas contagiadas al día 26 de marzo, 539 personas contagiadas 

al día 27 de marzo, 608 personas contagiadas al 28 de marzo, 702 personas 

contagiadas al 29 de marzo; 798 personas contagiadas al día 30 de marzo; 906 

personas contagiadas al día 31 de marzo, 1.065 personas contagiadas al día 1 de 

abril, 1.161 personas contagiadas al día 2 de abril, 1.267 personas contagiadas al 

día 3 de abril, 1.406 personas contagiadas al día 4 de abril, 1.485 personas 

contagiadas al día 5 de abril, 1.579 personas contagiadas al día 6 de abril, 1.780 

personas contagiadas al 7 de abril, 2 .054 personas contagiadas al 8 de abril, 2.223 

personas contagiadas al 9 de abril, 2.473 personas contagiadas al día 10 de abril, 

2.709 personas contagiadas al 11 de abril, 2.776 personas contagiadas al 12 de 

abril, 2 .852 personas contagiadas al 13 de abril, 2 .979 personas contagiadas al 14 

de abril y ciento veintisiete (127) fallecidos a esa fecha. 

  

Que pese a las medidas adoptadas, el Ministerio de Salud y Protección Social 

reportó el 14 de abril de 2020 127 muertes y 2.979 casos confirmados en Colombia, 

distribuidos así: Bogotá D.C. (1.242), Cundinamarca (119), Antioquia (289), Valle 

del Cauca (514), Bolívar (145), Atlántico (94), Magdalena (66), Cesar (32), Norte de 

Santander (50), Santander (30), Cauca (20), Caldas (36), Risaralda (69), Quindío 

(49), Huila (55), Tolima (26), Meta (39), Casanare (9), San Andrés y Providencia (5), 

Nariño (41), Boyacá (31), Córdoba (15), Sucre (1) y La Guajira (1), Chocó (1). 

  

Que según la Organización Mundial de la Salud - OMS, se ha reportado la siguiente 

información: (i) en reporte número 57 de fecha 17 de marzo de 2020 a las 10:00 

a.m. CET1 señaló que se encuentran confirmados 179.111 casos del nuevo 

coronavirus COVID- 19 y 7.426 fallecidos, (ii) en reporte número 62 de fecha 21 de 

marzo de 2020 a las 23:59 p.m. CET señaló que se encuentran confirmados 

292.142 casos del nuevo coronavirus COVID-19 y 12.783 fallecidos, (iii) en reporte 

número 63 de fecha 23 de marzo de 2020 a las 10:00 a.m. CET señaló que se 

encuentran confirmados 332 .930 casos del nuevo coronavirus COVID-19 y 14.509 

fallecidos, (iv) en el reporte número 79 de fecha 8 de abril de 2020 a las 10:00 a.m. 

CET se encuentran confirmados 1.353.361 casos del nuevo coronavirus COVID-19 

y 79.235 fallecidos, (v) en el reporte número 80 del 9 de abril de 2020 a las 10:00 

a.m. CET señaló que se encuentran confirmados 1.436. 198 casos del nuevo 

coronavirus COVID-19 y 85.521 fallecidos, (vi) en el reporte número 81 del 10 de 

abril de 2020 a las 10:00 a.m. CET señaló que se encuentran confirmados 1.521.252 

casos del nuevo coronavirus COVID-19 y 92.798 fallecidos, (vii) en el reporte 

número 82 del 11 de abril de 2020 a las 10:00 a.m. CET señaló que se encuentran 



confirmados 1.610.909 casos del nuevo coronavirus COVID-19 y 99.690 muertes, 

(viii) en el reporte número 83 del 12 de abril de 2020 a las 10:00 a.m. CET señaló 

que se encuentran confirmados 1.696.588 casos del nuevo coronavirus COVID-19 

y 105.952 fallecidos, (ix) en el reporte número 84 del 13 de abril de 2020 a las 10:00 

a.m. CET señaló que se encuentran confirmados 1.773.084 casos del nuevo 

coronavirus COVID-19 y 111.652 fallecidos, (x) en el reporte número 85 del 14 de 

abril de 2020 a las 10:00 a.m. CET señaló que se encuentran confirmados 1.844.863 

casos del nuevo coronavirus COVID-19 y 117.021 fallecidos. 

  

Que según la Organización Mundial de la Salud - OMS, en reporte de fecha 13 de 

abril de 2020 a las 19:00 GMT-5, - hora del Meridiano de Greenwich-, se encuentran 

confirmados 1.848.439 casos, 117.217 fallecidos y 213 países, áreas o territorios 

con casos del nuevo coronavirus COVID-19. 

  

Que el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 que declaró el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional por el término de treinta 

(30) días, con el fin de conjurar la grave calamidad pública que afecta al país por 

causa de la enfermedad coronavirus COVID-19, en la parte considerativa señaló, 

entre otros aspectos: "Que la adopción de medidas de rango legislativo, autorizadas 

por el Estado de Emergencia, buscan fortalecer las acciones dirigidas a conjurar los 

efectos de la crisis, así como a mejorar la situación de los contagiados y evitar una 

mayor propagación del COVID19". 

  

Que en el referido Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 se dispuso la necesidad 

de "[...] expedir normas de orden legal que flexibilicen la obligación de atención 

personalizada al usuario y se permita incluso la suspensión de términos legales en 

las actuaciones administrativas y jurisdiccionales”. 

  

Que con igual propósito el citado Decreto 417 del 17 de marzo de 2020 señaló que 

"[...] se hace necesario expedir normas que habiliten actuaciones judiciales y 

administrativas mediante la utilización de medios tecnológicos, y adoptar las 

medidas pertinentes con el objeto de garantizar la prestación de los servicios 

públicos de justicia, de notariado y registro, de defensa jurídica del Estado y la 

atención en salud en el sistema penitenciario y carcelario" 

  

Que el artículo 47 de la Ley Estatutaria 137 de 1994 faculta al Gobierno nacional 

para que en virtud de la declaración del Estado de Emergencia , pueda dictar 

decretos con fuerza de ley, destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a 

impedir la extensión de sus efectos, siempre que (i) dichos decretos se refieran a 

materias que tengan relación directa y específica con dicho Estado, (ii) su finalidad 

esté encaminada a conjurar las causas de la perturbación y a impedir la extensión 

de sus efectos, (iii) las medidas adoptadas sean necesarias para alcanzar los fines 

que dieron lugar a la declaratoria de Estado de Excepción correspondiente, y (iv) 



cuando se trate de decretos legislativos que suspendan leyes se expresen las 

razones por las cuales son incompatibles con el correspondiente Estado de 

Excepción . 

  

Que el Gobierno nacional para preservar la salud y la vida de los colombianos, 

mediante el Decreto 457 del 22 de marzo de 2020 impartió instrucciones para el 

mantenimiento del orden público y, específicamente, ordenó el "[...] aislamiento 

preventivo obligatorio de todas las personas habitantes de la República de 

Colombia, a partir de las cero horas (00:00 a.m.) del día 25 de marzo de 2020, hasta 

las cero horas (00:00 a.m.) del día 13 de abril de 2020, en el marco de la emergencia 

sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19." 

  

Que el 8 de abril de 2020 el Gobierno nacional expidió el Decreto 531 de 8 de abril 

de 2020 mediante el cual amplió la medida de aislamiento preventivo obligatorio de 

todas las personas habitantes de la República de Colombia, a partir cero horas 

(00:00 a.m.) del día 13 de abril 2020, hasta de las cero horas (00:00 a.m.) del día 

27 de abril de 2020, en el marco de la emergencia sanitaria por causa del 

Coronavirus COVID-19. 

  

Que en el marco de la Emergencia Sanitaria por causa de la enfermedad por 

coronavirus COVID-19 el Gobierno nacional ha adoptado medidas de orden público 

que implican el aislamiento preventivo obligatorio de todas las personas habitantes 

de la República de Colombia, exceptuando de dicha medida, entre otros, a aquellos 

servidores públicos y contratistas cuyas actividades sean estrictamente necesarias 

para prevenir, mitigar y atender la emergencia sanitaria por causa del coronavirus y 

para garantizar el funcionamiento de los servicios indispensables del Estado. 

  

Que las entidades y organismos del Estado deben proteger y garantizar los 

derechos y libertades de las personas, la primacía de los intereses generales, la 

sujeción de las autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento 

jurídico, el cumplimiento de los fines y principios esenciales estatales, el 

funcionamiento eficiente y democrático de la administración y la observancia de los 

deberes del Estado y de los particulares. 

  

Que el artículo 250 de la Constitución Política establece que la Fiscalía General de 

la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la 

investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen 

a su conocimiento. 

  

Que el artículo 252 de la Constitución Política precisa que aun durante los Estados 

de Excepción de que trata la Constitución en sus artículos 212 y 213, el Gobierno 

nacional no podrá suprimir, ni modificar los organismos ni las funciones básicas de 

acusación y juzgamiento. 



  

Que el artículo 1 del Decreto 2591 de 1991 dispone que "La acción de tutela 

procederá aún bajo los estados de excepción. Cuando la medida excepcional se 

refiere a derechos, la tutela se podrá ejercer por lo menos para defender su 

contenido esencial, sin perjuicio de las limitaciones que la Constitución autorice y 

de lo que establezca la correspondiente ley estatutaria de los estados de 

excepción". 

  

Que el artículo 15 de la Ley 137 de 1994, en consonancia con los artículos 215 y 

252 de la Constitución Política, prohíbe durante los estados de excepción, "[...] a) 

Suspender los derechos humanos ni las libertades fundamentales; b) Interrumpir el 

normal funcionamiento de las ramas del poder público ni de los órganos del Estado; 

y c) Suprimir ni modificar los organismos ni las funciones básicas de acusación y 

juzgamiento". 

  

(…) 

  

Que es imperativo ante la actual emergencia sanitaria, económica, social y 

ecológica salvaguardar los derechos al debido proceso y al acceso a la justicia, para 

lo cual es indispensable suspender los términos de caducidad y prescripción desde 

el 16 de marzo de 2020, fecha a partir de la cual el Consejo Superior de la Judicatura 

suspendió los términos judiciales de conformidad con el Acuerdo PCSJA20-11518, 

y hasta cuando esta Corporación disponga su reanudación. 

  

Que, estas medidas del Consejo Superior de la Judicatura, que están vigentes para 

la mayoría de los procesos judiciales, conllevan a que usuarios del sistema judicial 

no puedan realizar las actuaciones pertinentes para interrumpir los términos de 

prescripción o hacer inoperante la caducidad para ejercer los derechos, acciones, 

medios de control o presentar demandas, circunstancia que desconoce el derecho 

de acceso a la administración de justicia. 

  

Que, esta situación genera incertidumbre e inseguridad jurídica para los jueces y 

las partes en cuanto a la promoción de sus derechos, acciones o medios de control 

y el conteo de los términos de prescripción y caducidad. 

  

Que la Corte Constitucional en sentencia T-1027 de 2002, indicó lo siguiente: "[...] 

el derecho de acceder a la administración de justicia es un derecho fundamental, 

cuyo alcance no puede concebirse dentro de los estrechos moldes de una 

posibilidad formal de llegar ante los jueces, o en la simple existencia de una 

estructura judicial lista a atender las demandas de los asociados". En el mismo 

sentido, en la sentencia C-031 de 2019 señaló: "[...] así como el artículo 229 de la 

Constitución establece el derecho de todos los asociados de acceder a la 

administración de justicia; dicho derecho conlleva la obligación correlativa por parte 



del Estado de garantizar que dicho acceso sea real y efectivo, y no meramente 

nominal". Así mismo, la Corte Constitucional al examinar un evento de suspensión 

de la actividad de la Rama Judicial en la sentencia T- 432 de 2018, precisó que "[...] 

la interrupción de la prestación continua del servicio si tiene efectos en derecho de 

manera que no puede obligarse a las partes a cumplir las cargas procesales en 

contravía de su seguridad personal. Una interpretación diferente desconocería el 

derecho fundamental de acceder a la administración de justicia (art. 229)". 

  

Que la suspensión de términos y la restricción de la atención presencial en los 

despachos judiciales del país ordenada por el Consejo Superior de la Judicatura, 

restringe la facultad de los ciudadanos de acceder a la administración de justicia, 

por lo cual corresponde al Gobierno nacional adoptar una respuesta legal temporal 

con el fin de cumplir con su deber de garantizar el mencionado derecho fundamental 

mientras duren las condiciones que llevaron a declarar el Estado de Emergencia 

Económica, Social y Ecológica. 

  

Que en el ordenamiento vigente no existe una disposición legal que establezca que 

la suspensión de términos judiciales decretada por el Consejo Superior de la 

Judicatura determine la suspensión de los términos de prescripción y caducidad 

para garantizar los derechos de los usuarios que no han podido acceder a los 

despachos judiciales como consecuencia de la suspensión de términos y de las 

medidas de aislamiento preventivo obligatorio decretadas por la enfermedad 

coronavirus COVID-19. 

  

Que de acuerdo con lo anterior la vigencia de las diferentes normas que regulan la 

prescripción y caducidad de derechos, acciones y medios de control, como, entre 

otras, el artículo 2536 del Código Civil que regula la prescripción de la acción 

ejecutiva y ordinaria, el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo que regula la 

prescripción de las acciones laborales, el artículo 164 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo que señala los términos de 

caducidad de los medios control (reparación directa, nulidad y restablecimiento del 

derecho, controversias contractuales), los artículos 1081 y 1329 del Código de 

Comercio que regulan la prescripción de las acciones derivadas del contrato de 

seguros y las acciones que emanan del contrato de agencia comercial 

respectivamente, deriva en el desconocimiento del derecho de acceso a la 

administración de justicia. 

  

Que en relación con el inciso 3o del artículo 9° del Decreto 491 de 2020, se aplicará 

lo que dispone el presente decreto para la suspensión de la prescripción e 

inoperancia de la caducidad de las solicitudes de conciliación ante la Procuraduría 

General de la Nación. 

  



Que en relación con el artículo 10 del Decreto legislativo 491 de 2020 y, en general 

con las actuaciones ante los despachos judiciales, se aplicará lo que se dispone en 

el presente decreto. 

  

Que, de acuerdo con lo anterior, los términos de prescripción y de caducidad 

previstos en cualquier norma sustancial o procesal para ejercer derechos, acciones, 

medios de control o 

presentar demandas ante la Rama Judicial o ante los tribunales arbitrales, sean de 

días, meses o años, se encuentran suspendidos a partir del 16 de marzo de 2020 y 

hasta cuando el Consejo Superior de la Judicatura disponga la reanudación de los 

términos judiciales. 

  

Que, el conteo de los términos de prescripción y caducidad se reanudará a partir 

del día hábil siguiente a la fecha en que cese la suspensión de términos judiciales 

ordenada por dicha Corporación. Ahora bien, para evitar situaciones en las que se 

torne imposible el ejercicio de los derechos y el acceso a la justicia teniendo en 

cuenta el aislamiento obligatorio, cuando al decretarse la suspensión de términos 

por el Consejo Superior de la Judicatura, el plazo que restaba para interrumpir la 

prescripción o hacer inoperante la caducidad era inferior a treinta·(30) días, el 

interesado tendrá un mes contado a partir del día siguiente al levantamiento de la 

suspensión que disponga la citada Corporación, para presentar oportunamente la 

solicitud de conciliación, la demanda o realizar la actuación correspondiente. 

  

Que, si el Consejo Superior de la Judicatura cesa la suspensión de términos 

judiciales para una o algunas acciones judiciales o medios de control, los términos 

de prescripción y caducidad respecto de esas acciones judiciales o medios de 

control se reanudarán como lo establece este Decreto. 

  

Que como quiera que por mandato Constitucional el Gobierno nacional no puede 

suprimir, ni modificar los organismos ni las funciones básicas de acusación y 

juzgamiento, la suspensión de los términos de prescripción y caducidad que dispone 

este decreto no es aplicable en materia penal. 

  

Que, con el fin de garantizar el acceso a la administración de justicia, la garantía del 

debido proceso y del derecho de defensa, es necesario suspender desde el 16 de 

marzo de 2020 los términos procesales de inactividad para el desistimiento tácito 

previstos en el artículo 317 del Código General del Proceso y en el artículo 171 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, así 

como también los términos de duración del proceso del artículo 121 del Código 

General del Proceso, los cuales se reanudarán un mes después, contado a partir 

del día siguiente al del levantamiento de la suspensión que disponga el Consejo 

Superior de la Judicatura. 

  



Que es importante que esta norma tenga efectos retroactivos para que sea 

coherente con la fecha de inicio de suspensión de términos judiciales decretada por 

el Consejo Superior de la Judicatura y de suspensión de términos de prescripción y 

caducidad establecida en este decreto, de lo contrario se podría interpretar que los 

términos procesales de inactividad por desistimiento y de duración del proceso 

transcurrieron desde esta fecha hasta la expedición de este decreto, con lo cual se 

desconocería el derecho de acceso a la administración de justicia de los usuarios 

del sistema de justicia y se afectaría la labor de los jueces, pues con las medidas 

de aislamiento adoptadas para prevenir la enfermedad coronavirus COVID-19 se 

afecta el trámite normal de los procesos judiciales y el cumplimiento de los actos 

procesales que corresponden a los sujetos procesales y a los jueces . 

  

Que es necesario dar un término prudencial para la reanudación de estos términos 

como se propone, para que los sujetos procesales y los jueces puedan cumplir con 

los actos procesales que se interrumpieron o no se pudieron realizar por la 

suspensión de términos judiciales, se garantice el ejercicio de los derechos y se 

evite la aglomeración de personas en los despachos judiciales una vez se levante 

la suspensión de términos judiciales por parte del Consejo Superior de la Judicatura. 

  

Que, si el Consejo Superior de la Judicatura cesa la suspensión de términos 

judiciales para una o algunas acciones judiciales o medios de control, los términos 

procesales a los que se hizo referencia en el párrafo anterior, se reanudarán para 

esas acciones judiciales o medios de control. 

 

«Artículo 1. Suspensión términos de prescripción y caducidad. Los términos 

de prescripción y de caducidad previstos en cualquier norma sustancial o 

procesal para ejercer derechos, acciones, medios de control o presentar 

demandas ante la Rama Judicial o ante los tribunales arbitrales, sean de días 

meses o años, se encuentran suspendidos desde el 16 de marzo de 2020 hasta 

el día que Consejo Superior de la Judicatura disponga la reanudación de los 

términos judiciales. 

El conteo de los términos de prescripción y caducidad se reanudará a partir 

del día hábil siguiente a la fecha en que cese la suspensión de términos 

judiciales ordenada por el Consejo Superior de la Judicatura. No obstante, 

cuando al decretarse la suspensión de términos por dicha Corporación, el plazo que 

restaba para interrumpir la prescripción o hacer inoperante la caducidad era inferior 

a treinta (30) días, el interesado tendrá un mes contado a partir del día siguiente al 

levantamiento de la suspensión, para realizar oportunamente la actuación 

correspondiente 

Parágrafo. La suspensión de términos de prescripción y caducidad no es aplicable 

en materia penal.» (Subrayado Fuera de Texto) 



Que aunado a lo anterior el Gobierno Nacional, por Decreto 491 de 2020 reglamentó 

la modalidad para adelantar las actuaciones administrativas de las Entidades 

Públicas así: 

ARTÍCULO  2. Objeto. El presente Decreto, en el marco de los hechos que dieron 

lugar a la Emergencia Económica, Social y Ecológica, esto es, la Emergencia 

Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, tiene por objeto 

que las autoridades cumplan con la finalidad de proteger y garantizar los derechos 

y libertades de las personas, la primacía de los intereses generales, la sujeción de 

las autoridades a la Constitución y demás preceptos del ordenamiento jurídico, el 

cumplimiento de los fines y principios estatales, el funcionamiento eficiente y 

democrático de la administración y la observancia de los deberes del Estado y de 

los particulares. 

ARTÍCULO  3. Prestación de los servicios a cargo de las autoridades. Para 

evitar el contacto entre las personas, propiciar el distanciamiento social y hasta tanto 

permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y 

Protección Social, las autoridades a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto 

velarán por prestar los servicios a su cargo mediante la modalidad de trabajo en 

casa, utilizando las tecnologías de la información y las comunicaciones. 

Las autoridades darán a conocer en su página web los canales oficiales de 

comunicación e información mediante los cuales prestarán su servicio, así como los 

mecanismos tecnológicos que emplearán para el registro y respuesta de las 

peticiones. 

En aquellos eventos en que no se cuente con los medios tecnológicos para prestar 

el servicio en los términos del inciso anterior, las autoridades deberán prestar el 

servicio de forma presencial. No obstante, por razones sanitarias, las autoridades 

podrán ordenar la suspensión del servicio presencial, total o parcialmente, 

privilegiando los servicios esenciales, el funcionamiento de la economía y el 

mantenimiento del aparato productivo empresarial. 

En ningún caso la suspensión de la prestación del servicio presencial podrá ser 

mayor a la duración de la vigencia de la Emergencia Sanitaria declarada por el 

Ministerio de Salud y Protección Social. 

PARÁGRAFO. En ningún caso, los servidores públicos y contratistas del Estado 

que adelanten actividades que sean estrictamente necesarias para prevenir, mitigar 

y atender la emergencia sanitaria por causa del Coronavirus COVID-19, y garantizar 

el funcionamiento de los servicios indispensables del Estado podrán suspender la 

prestación de los servicios de forma presencial. Las autoridades deberán 

suministrar las condiciones de salubridad necesarias para la prestación del servicio 

presencial. 



ARTÍCULO  5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 

peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la 

Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la 

Ley 1437 de 2011, así: 

 Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días 

siguientes a su recepción. 

 Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

 (i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 

los veinte (20) días siguientes a su recepción. 

 (ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco 

(35) días siguientes a su recepción. 

 Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 

señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 

vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los motivos de 

la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 

respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este artículo. 

 En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. 

 PARÁGRAFO. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la 

efectividad de otros derechos fundamentales. 

ARTÍCULO  6. Suspensión de términos de las actuaciones administrativas o 

jurisdiccionales en sede administrativa. Hasta tanto permanezca vigente la 

Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las 

autoridades administrativas a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto, por 

razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 

mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o 

jurisdiccionales en sede administrativa. La suspensión afectará todos los términos 

legales, incluidos aquellos establecidos en términos de meses o años. 

La suspensión de los términos se podrá hacer de manera parcial o total en algunas 

actuaciones o en todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se 

presten de manera presencial o virtual, conforme al análisis que las autoridades 

hagan de cada una de sus actividades y procesos, previa evaluación y justificación 

de la situación concreta. 

En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se 

reanudarán a partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia 

Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social. 



Durante el término que dure la suspensión y hasta el momento en que se reanuden 

las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza 

previstos en la Ley que regule la materia. 

PARÁGRAFO 1. La suspensión de términos a que se refiere el presente artículo 

también aplicará para el pago de sentencias judiciales. 

PARÁGRAFO 2. Los Fondos Cuenta sin personería jurídica adscritos a los 

ministerios, que manejen recursos de seguridad social y que sean administrados a 

través de contratos fiduciarios, podrán suspender los términos en el marco señalado 

en el presente artículo. 

 Durante el tiempo que dure la suspensión no correrán los términos establecidos en 

la normatividad vigente para la atención de las prestaciones y en consecuencia no 

se causarán intereses de mora. 

PARÁGRAFO 3. La presente disposición no aplica a las actuaciones 

administrativas o jurisdiccionales relativas a la efectividad de derechos 

fundamentales. 

Así mismo, se constató que, debido a las medidas adoptadas en el marco de la 

emergencia sanitaria, la administración municipal presentó demoras justificadas en 

el envío de los actos administrativos de reconocimiento de las cesantías docentes 

para que fueran pagados por el FOMAG, no obstante, dichos retrasos se encuentran 

justificados en la adopción de medidas de bioseguridad para evitar la propagación 

del virus, como lo son la limitación de aforo en entidades públicas y el trabajo 

remoto.  

 

 

EXCEPCIONES 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DEMANDADA  

 

LA OBLIGACION DE PAGAR CESANTÍAS A LOS DOCENTES NO RECAE EN 

LAS ENTIDADES TERRITORIALES 

 
El DEPARTAMENTO DEL TOLIMA no es el responsable del pago de las cesantías 
definitivas o parciales de los docentes nacionales o nacionalizados, y, merced a ello, 
mal podría responder por el pago de una sanción con ocasión a la mora en el pago 
de dicha prestación social.  
 
En ese sentido, el encargado de pagar la mencionada prestación social a los 
maestros es el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 



MAGISTERIO, cuya naturaleza jurídica es la de una cuenta especial de la Nación, 
con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, cuyos 
recursos son manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en 
la cual el Estado tenga más del 90% del capital, es decir, por la Fiduciaria la 
Previsora S.A. según contrato de fiducia firmado en el año 1990.   
 
Significa lo anterior que, en el evento de que en el presente asunto se acredite mora 

en el pago de las cesantías definitivas solicitadas por la convocante, 

necesariamente tendrá lugar la sanción moratoria prevista en el parágrafo único del 

artículo 5º de la Ley 244 de 1995 subrogada por la Ley 1071 de 2006, empero, dicha 

sanción deberá ser cubierta por la entidad encargada del reconocimiento y pago de 

esa prestación social, es decir, por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, según se desprende de la ley de creación No. 91 de 1989. 

 

En el artículo 4º de la Ley 91 de 1989 se dice “El Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, atenderá las prestaciones sociales de los docentes 

nacionales y nacionalizados que se encuentren vinculados a la fecha de la 

promulgación de la presente Ley, siempre con observancia del artículo 2, y de los 

que se vinculen con posterioridad a ella. Serán automáticamente afiliados al Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio…” 

 

Y el artículo 5º señala que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio tendrá los siguientes objetivos: 1. Efectuar el pago de las prestaciones 

sociales del personal afiliado. (…) 

 

Ahora bien, La ley  962 DE 2005 del Plan Nacional  de Desarrollo en el artículo 56, 

indica “RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que 

pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán 

reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución 

por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario 

de Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se 

encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará 

mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad 

territorial.” 

 

Así pues, la indemnización moratoria de que trata la Ley 244 de 1995, modificada y 

adicionada ulteriormente por la Ley 1071 de 2006, es una sanción a cargo de la 

entidad encargada del reconocimiento y pago de las cesantías parciales o 



definitivas, y a favor del trabajador, establecida con el propósito de resarcir los 

daños que se causan a este último con el incumplimiento en el pago de la liquidación 

del auxilio de cesantía parcial o definitiva en los términos de las mencionadas leyes, 

y, en atención a la Ley 91 de 1989, dicha responsabilidad recae en el Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 

Lo anterior es suficiente para denegar las súplicas de la demanda, y declarar 
probados los medios exceptivos antes invocados, a propósito de la entidad territorial 
DEPARTAMENTO DEL TOLIMA.   

IMPOSIBILIDAD LEGAL DEL DEPARTAMENTO PARA ACCEDER A LO 

PRETENDIDO POR INAPLICACION DE LAS NORMAS.   

 

Resulta pertinente resaltar que a la accionante, le fue reconocida las cesantías 

parciales  mediante  la Resolución, expedida por La Secretaría de Educación y el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, bajo lo previsto en la 

norma. 

Así las cosas, existe claramente imposibilidad legal del Departamento del Tolima 

para acceder a lo pretendido por el demandante a través de su apoderado, por 

no ser competencia del Departamento del Tolima el llamado a dar cumplimiento 

a lo solicitada y ser competencia del Fondo Nacional de prestaciones Sociales  

y de la Fiduciaria LA PREVISORA S.A..  

 

 

EL PAGO DE LAS CESANTÍAS Y SU SANCIÓN POR MORA SON DE 

COMPETENCIA EXCLUSIVA DEL FOMAG - COBRO DE LO NO DEBIDO 

Como ya se expresó, al revisar las normas aplicables se puede verificar que le 

corresponde únicamente al FOMAG el pago de las sanciones moratorias, debido a 

que el ente territorial únicamente cumple con una labor delegada y era la de expedir 

las resoluciones de reconocimiento del derecho, por lo que a la luz de la norma y la 

jurisprudencia era deber del FOMAG pagar estas sanciones por mora.  

Las entidades territoriales deben responder a partir del cambio en la normatividad y 

bajo un estudio del cumplimiento de los términos que la ley establece para expedir 

la resolución de reconocimiento y remitirla ejecutoriada a la administradora del 

fondo. Al analizar el artículo 5º de la Ley 1071 de 2006, “Por medio de la cual se 

adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas 



o parciales a los servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos 

para su cancelación” establece lo siguiente: 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo 

máximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme 

el acto administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o 

parciales del servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de 

lo establecido para el Fondo Nacional de Ahorro. 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales 

de los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus 

propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta 

que se haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la 

no cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad 

podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se 

produjo por culpa imputable a este. 

Es importante hacer mención lo contemplado en el artículo 57 de la Ley 1955 de 

2019 el cual reza lo siguiente: 

ARTÍCULO 57º. EFICIENCIA EN LA ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS DEL 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las 

cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 

serán reconocidas y liquidadas por la Secretaria de Educación de la entidad 

territorial y pagadas por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

(…). 

PARÁGRAFO. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción 

por mora en el pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago 

extemporáneo se genere como consecuencia del incumplimiento de los 

plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de cesantías 

por parte de la Secretaria de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio será responsable únicamente del pago de las cesantías. 

(…)” 

Quiere lo anterior decir, que para poder establecer si existe a cargo de la entidad 

territorial la obligación de cancelar la sanción solicitada, se debe revisar el término 

que da la norma para expedir el acto administrativo de reconocimiento y con ello, 

debe verificarse, el trámite efectuado a la solicitud a efectos de establecer si hubo 

mora y dónde se generó la misma. 

Es así como el Artículo 2.4.4.2.3.2.22 del Decreto 1075 de 2015 al momento de fijar 

el término para resolver las solicitudes de reconocimiento, señaló: 



“Artículo 2.4.4.2.3.2.22. Término para resolver las solicitudes de reconocimiento de 

cesantías. Las solicitudes correspondientes a reconocimientos de cesantías 

parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio deben ser resueltas sin exceder 15 días hábiles contados desde la 

radicación completa de la solicitud por parte del peticionario.” 

De otra parte, el artículo 2.4.4.2.3.2.27, estableció lo correspondiente al pago de los 

reconocimientos de cesantías, así: 

“Artículo 2.4.4.2.3.2.27. Pago de los reconocimientos de cesantías. Dentro de los 

45 días hábiles siguientes a la notificación y ejecutoria del acto administrativo 

que reconoce las solicitudes de reconocimiento de cesantías parciales o definitivas, 

la sociedad fiduciaria deberá efectuar los pagos correspondientes” 

Así las cosas, para el presente caso no le compete al Departamento la 

responsabilidad de asumir el pago de sanciones moratorias, porque tal sanción fue 

atribuida al FOMAG quien es el titular de pago de los derechos laborales 

reconocidos a los Docentes estatales como se ha visto en la jurisprudencia. Aunado 

a esto, las demoras surgen del mismo trámite inoficioso que requería proyectar las 

resoluciones reconociendo el derecho y solicitar la aprobación de la administradora 

del FOMAG. Por lo que a la luz de la norma y el criterio judicial es responsabilidad 

exclusiva del FOMAG asumir el pago de las condenas de esta demanda. 

 

EXISTENCIA DE ACTO ADMINISTRATIVO QUE RECONOCE LAS CESANTÍAS 

A FAVOR DEL DEMANDANTE. – CUMPLIMIENTO DE LAS ATRIBUCIONES DEL 

ENTE TERRITORIAL 

De acuerdo con los datos estudiados, el docente cuenta con vinculación 

Departamental SGP de la Institución Educativa Altozano sede La Yuca del Municipio 

de Ortega – Tolima. Y según lo certificado por la Secretaría de Educación, el 

docente prestó sus servicios entre el 2010 y el 2017, pues fue retirado del servicio 

en 27 de abril de 2018. 

 

La Secretaria de Educación y Cultura expidió la Resolución. No. 2041 de 2 de 

junio de 2021, “por la cual se reconoce y ordena el pago de una cesantía definitiva. 

Siendo claro que se dio cumplimiento a las atribuciones que el marco normativo 

impuso a las Secretarias de Educación, de reconocer mediante Resolución el 

derecho a los docentes, notificar el acto administrativo y remitirlo al FOMAG para su 

respectivo pago. 

 

AUSENCIA DE VENCIMIENTO DE TÉRMINOS EN ATENCIÓN A LA 

SUSPENSIÓN EFECTUADA POR LA EMERGENCIA SANITARIA DEBIDO A LA 

PANDEMIA POR COVID-19 



Sea lo primero señalar que, debido al Estado de Emergencia social decretado por 

el Gobierno Nacional expidió una serie de decretos regulando la misma, normativa, 

que fue acogida por la entidad territorial a través de decretos Municipales, siendo 

las dos normas concordantes. 

El año 2020 fue un año atípico, que obedeció a una emergencia sanitaria que 

impidió para particulares y para todo el país, variación de muchas condiciones, 

pandemia que afectó el normal funcionamiento a nivel nacional. 

 

Que mediante Decreto 385 del 12 de marzo de 2020, el Ministerio de Salud y 

Protección Social declaró emergencia sanitaria en todo el territorio nacional. 

Mediante Directiva Presidencial N° 012 del 12 de marzo de 2020, el señor 

Presidente de la República impartió las medidas para atender la contingencia 

generada por el COVID-19. 6. Mediante Decreto 292 del 16 de marzo de 2020, la 

Gobernación del Tolima declaró la emergencia sanitaria en toda la jurisdicción del 

Departamento del Tolima, impartiendo órdenes generales para la protección ante el 

COVID- 19. Que mediante Decreto 293 del 17 de marzo de 2020, la Gobernación 

del Tolima declaró una situación de calamidad pública en el Departamento del 

Tolima. Mediante Decreto 294 del 17 de marzo 2020, la Gobernación del Tolima 

adoptó medidas especiales para hacer frente a la emergencia sanitaria, como es el 

caso del toque de queda en el Departamento del Tolima en el horario comprendido 

entre las 7:00 P.M y las 6:00 A.M, quedando prohibida la circulación de personas 

en dicho horario a partir del 17 de marzo de 2020. 

Es así como la suspensión de términos para la configuración de la sanción 

moratoria que estipula la ley 1071 de 2006 parágrafo único del articulo 5 por 

el decreto de Estado de Emergencia Social, Económica y Ecológica en todo el 

territorio Nacional. 

Como consecuencia de la situación de salud pública que se dio a nivel nacional e 

internacional, a causa de la identificación del COVID-19 por parte de la Organización 

Mundial de la Salud (OMS), se expidieron una serie de decretos con el fin de mitigar 

el impacto social, EL  COVID-19 ha creado repercusiones perjudiciales en las 

actividades judiciales y en los servidores públicos de los diferentes entes 

territoriales. En todos los países, los esfuerzos para frenar la propagación del 

COVID-19 han impactado masivamente el funcionamiento del sistema de justicia, 

De esta forma, tanto Colombia como los demás países de América Latina y el 

mundo se vieron en la necesidad de crear una serie de estrategias y políticas para 

hacer frente, entender que fue una situación atípica.  

Por la declaratoria de emergencia contenida en el precitado Decreto 417 de 2020, 

expidió, en otros, el Decreto Legislativo No. 564 de 2020, mediante el cual efectuó 

precisiones respecto de la suspensión de términos de prescripción y caducidad, en 

los siguientes términos: “[…] Artículo 1. Suspensión términos de prescripción y 

caducidad. Los términos de prescripción y de caducidad previstos en cualquier 



norma sustancial o procesal para derechos, acciones, medios control o presentar 

demandas ante la Judicial o ante los tribunales arbitrales, sean de meses o años, 

se encuentran suspendidos desde el 16 marzo 2020 hasta el día que Consejo 

Superior de la Judicatura disponga la reanudación los términos judiciales.  En este 

sentido los términos de caducidad y prescripción estuvieron suspendidos desde el 

16 de Marzo hasta el 30 de Junio de 2020 (3 Meses y 15 días), por efecto del 

Decreto 564 de 2020 y los Acuerdos PCSJA-11517, PCSJA20-11518, PCSJA-

11519, PCSJA-11521, PCSJA20-11526, PCSJA-11527, PCSJA-11528, PCSJA-

11529, PCSJA-11532, PCSJA-11546, PCSJA-11549, PCSJA-11556, PCSJA-

11567 y PCSJA-11581 del Consejo Superior de la Judicatura.  

Así las cosas los decretos que se expidieron con fundamento a garantizar  la 

Suspensión de términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales 

en sede administrativa, fueron una manera de mitigar el impacto de la 

denominada emergencia por covid – 19, pues mientras  permanezca vigente la 

Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las 

autoridades administrativas a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto, por 

razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 

mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o 

jurisdiccionales en sede administrativa. La suspensión afectará todos los términos 

legales, incluidos aquellos establecidos en términos de meses o años. 

La suspensión de los términos se podrá hacer de manera parcial o total en algunas 

actuaciones o en todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se 

presten de manera presencial o virtual, conforme al análisis que las autoridades 

hagan de cada una de sus actividades y procesos, previa evaluación y justificación 

de la situación concreta. 

En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se 

reanudarán a partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia 

Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social. 

 

Durante el término que dure la suspensión y hasta el momento en que se reanuden 

las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza 

previstos en la Ley que regule la materia. Motivo por el cual no se configura en 

el caso concreto la sanción moratoria ley 1071 de 2006 parágrafo único del 

artículo 5, toda vez que  en este sentido los términos de caducidad y 

prescripción estuvieron suspendidos desde el 16 de Marzo hasta el 30 de 

Junio de 2020 (3 Meses y 15 días), fechas que la demándate está teniendo en 

cuenta para configurar su sanción moratoria objeto del presente proceso judicial, 

por lo tanto no se configura.  

 



AFECTACIÓN DEL NORMAL FUNCIONAMIENTO DEBIDO A LA EMERGENCIA 

POR COVID-19 QUE NO DISCRIMINA A FUNCIONARIOS DE ENTIDAD 

TERRITORIAL DE LAS CONSECUENCIAS PROPIAS DE LA PANDEMIA 

ESTANDO EXPUESTOS EN SU SALUD AL IGUAL QUE LOS PARTICULARES 

Y LA CUAL NO CONFIGURA INOPERANCIA DE LA ENTIDAD TERRITORIAL 

Es así como, mientras no se vulneren ningún derecho fundamental que sea de 

necesaria protección, a la administración no se le pueden configurar faltas ni 

sanciones moratorias de ninguna índole.  

En Colombia y por ende en la Ciudad de Ibagué se advirtió la necesidad de crear 

una serie de estrategias y políticas para hacer frente al decreto 417 del 17 de marzo 

de 2020 que declara el Estado de Emergencia Sanitaria a causa del COVID-19 5 y 

así mismo, el decreto 806 de 2020 en el que el Consejo Superior de la Judicatura 

adoptó medidas que privilegiaron el uso de herramientas digitales para la normal 

prestación del servicio de justicia aplicando el trabajo en casa mediante el uso de 

las TIC salvo de manera excepcional en los casos urgentes, los jueces y los entes 

públicos territoriales utilizaron todas estas herramientas para cumplir a cabalidad 

con sus actuaciones, notificaciones, diligencias y audiencias así como los 

abogados, las partes y demás intervinientes fueron parte de dichos procesos 

evitando un sinfín de formalidades. Esta situación, “ha tenido graves consecuencias 

tanto en materia de acceso a la administración de justicia, así como en relación con 

los sujetos que actúan ante las autoridades judiciales. 

Lo anterior no fue esquivo, a la entidad pública que represento un sinfín de desafíos, 

se presentaron, sin poder afirmar que es culpa u omisión de la misma, y que la 

buena fe de la administración en este sin fin de retos en principio como lo estipula 

la ley fue preservar los derechos fundamentales como lo estipula la ley, La presente 

disposición no se vulnero ningún derecho fundamental de la señora demandante 

toda vez que incluso con los desafíos  los que se estaba presentando la 

administración se le reconoce su derecho en la forma y el tiempo pertinente para 

hacerlo, además se constató que, debido a las medidas adoptadas en el marco de 

la emergencia sanitaria, la administración municipal presentó demoras justificadas 

en el envío de los actos administrativos de reconocimiento de las cesantías 

docentes para que fueran pagados por el FOMAG, no obstante, dichos retrasos se 

encuentran justificados en la adopción de medidas de bioseguridad para evitar la 

propagación del virus, como lo son la limitación de aforo en entidades públicas y el 

trabajo remoto.  

Ahora bien, aunado a lo anteriormente expuesto y siendo del caso señalar que la 

Secretaría de Educación Y Cultura del Departamento del Tolima profirió el acto 

administrativo dentro del término, atendiendo a la responsabilidad respecto de las 

entidades convocadas, y que el año 2020 fue un año atípico y con una normativa 

especial por emergencia sanitaria que fue la que entró a regir en su oportunidad. 



Es así como debe considerarse lo siguiente: 

Decreto Legislativo No. 564 de 2020 

«Artículo 1. Suspensión términos de prescripción y caducidad. Los términos de 

prescripción y de caducidad previstos en cualquier norma sustancial o procesal para 

ejercer derechos, acciones, medios de control o presentar demandas ante la Rama 

Judicial o ante los tribunales arbitrales, sean de días meses o años, se encuentran 

suspendidos desde el 16 de marzo de 2020 hasta el día que Consejo Superior de 

la Judicatura disponga la reanudación de los términos judiciales. 

El conteo de los términos de prescripción y caducidad se reanudará a partir del día 

hábil siguiente a la fecha en que cese la suspensión de términos judiciales ordenada 

por el Consejo Superior de la Judicatura. No obstante, cuando al decretarse la 

suspensión de términos por dicha Corporación, el plazo que restaba para interrumpir 

la prescripción o hacer inoperante la caducidad era inferior a treinta (30) días, el 

interesado tendrá un mes contado a partir del día siguiente al levantamiento de la 

suspensión, para realizar oportunamente la actuación correspondiente 

Parágrafo. La suspensión de términos de prescripción y caducidad no es aplicable 

en materia penal.» (Subrayado Fuera de Texto) 

 

El Gobierno Nacional, por Decreto 491 de 2020 reglamentó la modalidad para 

adelantar las actuaciones administrativas de las Entidades Públicas así: 

ARTÍCULO  5. Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 

peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la vigencia de la 

Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos señalados en el artículo 14 de la 

Ley 1437 de 2011, así: 

 Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días 

siguientes a su recepción. 

 Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 

 (i) Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de 

los veinte (20) días siguientes a su recepción. 

 (ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 

relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta y cinco 

(35) días siguientes a su recepción. 

Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí 

señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del 

vencimiento del término señalado en el presente artículo expresando los motivos de 

la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará 

respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto en este artículo. 



 En los demás aspectos se aplicará lo dispuesto en la Ley 1437 de 2011. 

PARÁGRAFO. La presente disposición no aplica a las peticiones relativas a la 

efectividad de otros derechos fundamentales. 

ARTÍCULO  6. Suspensión de términos de las actuaciones administrativas o 

jurisdiccionales en sede administrativa. Hasta tanto permanezca vigente la 

Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social las 

autoridades administrativas a que se refiere el artículo 1 del presente Decreto, por 

razón del servicio y como consecuencia de la emergencia, podrán suspender, 

mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones administrativas o 

jurisdiccionales en sede administrativa. La suspensión afectará todos los términos 

legales, incluidos aquellos establecidos en términos de meses o años. 

La suspensión de los términos se podrá hacer de manera parcial o total en algunas 

actuaciones o en todas, o en algunos trámites o en todos, sea que los servicios se 

presten de manera presencial o virtual, conforme al análisis que las autoridades 

hagan de cada una de sus actividades y procesos, previa evaluación y justificación 

de la situación concreta. 

En todo caso los términos de las actuaciones administrativas o jurisdiccionales se 

reanudarán a partir del día hábil siguiente a la superación de la Emergencia 

Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social. 

Durante el término que dure la suspensión y hasta el momento en que se reanuden 

las actuaciones no correrán los términos de caducidad, prescripción o firmeza 

previstos en la Ley que regule la materia. 

PARÁGRAFO 1. La suspensión de términos a que se refiere el presente artículo 

también aplicará para el pago de sentencias judiciales. 

PARÁGRAFO 2. Los Fondos Cuenta sin personería jurídica adscritos a los 

ministerios, que manejen recursos de seguridad social y que sean administrados a 

través de contratos fiduciarios, podrán suspender los términos en el marco señalado 

en el presente artículo. 

Durante el tiempo que dure la suspensión no correrán los términos establecidos en 

la normatividad vigente para la atención de las prestaciones y en consecuencia no 

se causarán intereses de mora. 

 

PARÁGRAFO 3. La presente disposición no aplica a las actuaciones administrativas 

o jurisdiccionales relativas a la efectividad de derechos fundamentales. 

 
 
 



PRESCRIPCIÓN  

 
Solicito al Despacho que en el hipotético caso de que se acceda a las pretensiones 
de la parte demandante, se declare la prescripción de los valores y/o mesadas 
reclamadas con tres años de anterioridad a la fecha de la radicación de la solicitud. 

Dejo claro de antemano, que, por el hecho de proponer esta excepción, en estos 
términos, no estoy reconociendo ningún hecho que desfavorezca los intereses de 
mi poderdante, así como tampoco estoy reconociendo derecho alguno a favor del 
actor. 

DECLARATORIA OFICIOSA DE EXCEPCIONES 

 

Desde ya se solicita al juzgador de instancia declarar probada cualquiera otra 
excepción que resultara configurada a lo largo del desarrollo procesal, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 187 inciso 2° del Código de 
Procedimiento Contencioso y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011). 

 

PRUEBAS 

Pido al despacho tener como pruebas los antecedentes administrativos, los cuales 

serán aportados tan pronto se remitan por la dependencia encargada, como quiera 

que a la fecha de la presentación de esta contestación no se han recibido 

2. Decretos expedidos con ocasión de la Pandemia Covid 19. 

 

ANEXOS 

Con la presente demanda presento los siguientes anexos:  

- Poder debidamente otorgado, con su respectivo Decreto de Nombramiento.  

- Las relacionadas en el acápite de pruebas 

 

NOTIFICACIONES 

El Departamento del Tolima las recibirá en la Carrera 3a Entre calles 10A y 11 

Edificio de la Gobernación, PBX: +57 (8) 261 1111 - 261 1616 y dirección electrónica 

de notificación notificaciones.judiciales@tolima.gov.co   

A la suscrita en el correo electrónico carolinarestrepogonzalez@gmail.com  

Cordialmente,  

 

 

 

JOHANA CAROLINA RESTREPO GONZÁLEZ 

Apoderada Departamento del Tolima 



 
 GOBERNACIÓN DEL TOLIMA  
       Departamento Administrativo de   

Asuntos Jurídicos 
Despacho 

“EL TOLIMA NOS UNE” 

Edificio Gobernación del Tolima – Carrera 3 entre Calle 10 y 11,  Piso 10 

 
Doctora 
JUEZ SEXTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ 
adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co  
Despacho 
Ibagué – Tolima 
 

Proceso:   Nulidad Y Restablecimiento Del Derecho de Carlos Dairo Valero contra 

Nación - Ministerio De Educación Nacional – FOMAG.  Radicación: 73001333300620220009200 

 
NIDIA YURANY PRIETO ARANGO, mayor de edad, vecina de Ibagué, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 28.539.762 de Ibagué, en mi calidad  de Directora del Departamento Administrativo 

de Asuntos Jurídicos de la Gobernación del Tolima, en nombre y representación del Ente 

Territorial, según delegación otorgada mediante Decreto No. 0018 del 05 de enero de 2012, para 

representar al Departamento del Tolima en las instancias judiciales y administrativas y defender 

oportuna y eficazmente los intereses de esta entidad, en cada una de las actuaciones en que sea 

parte y en las que por  mandato constitucional o legal deba actuar, tengo a bien manifestar a usted, 

que otorgo poder especial, amplio y suficiente a CAROLINA RESTREPO GONZALEZ, mayor de 

edad, vecina de Ibagué y abogada en ejercicio, identificada con cédula de ciudadanía número 

38.363.549 de Ibagué, Tarjeta Profesional N° 166.010 del Consejo Superior de la Judicatura, para 

que represente y asuma la defensa de los intereses del Departamento del Tolima dentro del 

proceso de la  referencia.  

La apoderada queda ampliamente facultada para conciliar, transigir, recibir, renunciar, sustituir, 

reasumir, impugnar, aportar pruebas y en general para realizar todos los actos necesarios para el 

correcto desempeño de su mandato en defensa de los intereses del Departamento Tolima.  

Correos: notificaciones.judiciales@tolima.gov.co  y/o carolinarestrepogon@gmail.com 

Cel.: 3123569503  

Sírvase reconocer la personería correspondiente.  

Del honorable Magistrado,  

 

Acepto; 

 

CAROLINA RESTREPO GONZÁLEZ 

C.C. 38.363.549 de Ibagué 

T.P. 166.010 del C.S. de la J. 

mailto:adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:notificaciones.judiciales@tolima.gov.co


- ASAMBLEA DEPARTAMENTAL DEL TOLIMA 

ACTA DE POSESION No. 025 DE 2019 

En lbagué, departamento del Tolima, hoy nueve (09) de diciembre de 2019 

se 	presentó ante la Asamblea Departamental del Tolima el doctor JOSE 

RICARDO OROZCO VALERO con el fin de tomar posesión del cargo de 

GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DE TOLIMA, para el período 2020-2023. 

Presentó los siguientes documentos: Cédula de ciudadanía 10131430; Credencial 

de Gobernador expedida por la Registraduría Nacional del Estado Civil-formulario 

E27, Certificado de antecedentes penales y requerimientos Judiciales; 

Certificación de Medidas Correctivas; Tarjeta de Reservista; Certificado Ordinario 

de Antecedentes No.137982394 y Especial No.137982376 de 2019 de la 

Procuraduría General de la Nación, Declaración juramentada de Bienes y Rentas; 

Declaración Extraproceso No. 3696-2019 del 09 diciembre de 2019 de no estar 

incurso en ningún tipo de inhabilidad e incompatibilidad para ejercer el cargo y de 

no tener proceso judicial instaurado en su contra por concepto de Alimentos 

rendida ante la Notaria Primera del Círculo de Ibagué; Certificación sobre 

Antecedentes Fiscales expedida por la Contraloría General de la República, 

Formato Unico de Hoja de Vida de la Función Pública, certificado del Consejo 

Superior de la Judicatura No. 463698 en el que consta que su tarjeta profesional 

de abogado se encuentra vigente, certificado de inducción de Alcaldes y 

Gobernadores expedido por la Escuela de Administración Pública. 

El señor Presidente de la Asamblea Departamental del Tolima 	le toma el 
Juramento de rigor y el posesionado jura defender la Constitución y las Leyes de 

la República y desempeñar fielmente los deberes del cargo de Gobernador del 

Departamento del Tolima, a partir del primero (1°.) de enero de 2020. 

En constancia firman, 

LIAN F RNANDO GOME ROJAS JOS RICARDO ORO O ALERO 
P esidente 	

Pos sionado 
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( 15 ENE 212 
"POR MEDIO DEL CUAL SE DELEGAN UNAS FUNC ONES ADMINISTRATIVAS 

e INVISTE DE FACULTADES DE`GOB RNADOR" 

, 
EL GOBERNADOR DEL DEPRATAMENTO a EL TOLIM A 

En uso de sus atribuciones Constitudonales Ilegalfsi'.1n especiales las conferidas por 

los artICulos 211,303 1 305 de la Constliucklin,Pollticaf.ar. culo 95 del Decreto 1222 de 
1986 y articulo 9 de la ley 489 de 1998 	r l  

CONSIDEESAN99:1 

Que el numeral 19 del articulo 95 del Decreto 1222 ENE:1 

":: 

De los Gobernadores, entre otras, las sgulanteziii:Elpe 

para la buena marcha de las oficinas administra tIviv 

El Articulo 9 de la Ley 489 de 1998 dispone; "Las autorld 

lo dispuesto en la Constitución politica y de conformi 

mediante acto de delegación, transferir el ejercicio de 

otras autoridades con funciones afines o complementarla 

Que según los articulos 34 y 35 del Decreto Departamen 

cual se fija la estructura Departamental, es misión del 

Asuntos luridicos representar al Departamento en 

administrativas; y defender oportuna y eficazmente los i 

-cada una de fas actuaciones en que sea parte yen las q 
legal debe actuar. 

6 establece como atribución 

reglamentos y dictar órdenes 

• 

es administrativas, en virtud de 
d con la presente Ley, podrán 

clones a sus colaboradores o a 

1369de Julio 06 de 2.001, por el 

epartarnento Administrativo de 

e las instancias judiciales y 

tereses de la entidad en codas y 

e por mandato constitucional o 

Que de conformidad con las disposiciones legales 
administrativa y contenciosa administrativa, en concilia 

admiten la actuación en dichas audiencias directamente 

legales o por medio de apoderado con facultad expresa 

existe prohibición alguna para delegar la representadór  
Gobernación del Tolima en el Director del Departame  
luridicos en materia de conciliaciones, y demás mecanis 
conflictos. 

e reglamenta la conciliación 
Iones prejudicial y extrajudicial, 

a través de sus representantes 

ara conciliar, Pór tal motivo no 

del Departamento del Tolima-

ito Administrativo de Asuntos 

nos alternativos de soluenn de 

Que el articulo 23 de la ley 446 de 1998, establece !a notif  
así: "... En los asuntos del orden Nacional que se tramite 

de la entidad demandada, la notificación a los represen 

conducto del correspondiente funcionario de mayor Cat 

que desempeñe funciones a nivel secciona) o, en su defe 

ación de las Entidades Públicas, 

en lugar diferente al de la sede 

entes legales debe hacerse por 

oda de la entidad demandada 

o, por medio del Gobernador o 

"UNIDOS POR LA GRANDEZA DEL TO IMA" 



00  

del alcalde correspondiente .."(negrilla es nuestra)i
,IR :n 

Señor Gobernador del Departamento del 	
ferti 

Director del Departamento Administrativa de AsUnto 
	r(Clic 

• 

Que para el eficiente cumplimiento de esta atribución, se 

directos del Departamento Administrativo de Asuntos 
notificaciones personales, por aviso de todas actuaciones a• 

corno representante legal del Departamento el Tolima

atender el suscrito Gobernador; así. 
 como, asIstencb, re 

Sas audiencias de pacto de cuMplimiento dentro de, le4'4 

parte le entidad; con facultad para formular
ilpropr,  

pacto, cuando las circunstancias la amerken.ii ara 

representación, participar y presentar proPVIi81:13,e1. 

comité de conciliaciones de la entidad, denwo.de i  
en procesos judiciales o administrativos dondeila entd 

demandada y, en las que por diSposicIón legal 

Representante Legal del Departamento. 

Que el articulo 27 de Ley 472 de 1998, establece que par 

cumplimiento, para la Intervención del Ministerio Ptiblico 

velar por el derecho o Interés colectivo serd obligatort 

Legal, por tal motivo, se hace necesario .Investir 
Representante del Departarnento del Tollma al Director 

de Asuntos Jurídicos, para asistir, representar, participa 

cumplimiento y 
obligar al Ente Territorial y las misma 

comités de verificación. 

Que en merito de lo expuesto, 

ti 5 EE 2012 

stro caso le corresponde al 

te, delegada también en el 

s. 

hace necesario delegar en el 

Idicos, le función de recibir 

InIstrativas y/o judiciales que 

-obernacIón del Tolima debe 

estación y la de participar en 

iones populares en la que sea 

establecer una propuesta de 

—11, facultad de asistencia, 

cliiación, previo concepto del 

cías de conciliación convocadal 

territorial sea demandante o 

be acudir personalmente el 

a audiencia especial de pacto de 

de la entidad responsable debe 

la asistencia del Representante 

facultades de Gobernador y 

el Departamento Administrativo 
formular propuestas de pacto de 

facultades e investidura en los 

DECRETA: 

ARTICULO PRIMERO: DELEGAR en el Director del 

Asuntos Juridicos del DCp3r19111t0t0 del Tolim 

participación en las audiencias de conciliación pr 
de  w

ejudi 

la facultad de participar y presentar propues  

de conciliaciones de la entidad dentro de las audlen 

las que por disposición legal deba adudir perSOn 

Departamento, y en audiencia de padto 
	cumplifini 

de grupo y de risas audiencias Judiciales, cOnstItU don 

ARTICULO SEGUNDO: DELEGAR,. En 	Direelor-d En 

personales, por av 
Departamento del 'Colima- Gooernación del Tolirna, 

para defender y las notificaciones como agente d 

parte motiva. 
ARTICULO TERCERD: DELEGAR En el Director d 

Asuntos Juridicos del Departamento del Tolima le 

o 
extrajudicialmente a esta entidad territorial por  

Departamento Administrativo de 

la Representación, asistencia, 

I, extra judicial y judicial se delega 

ibació n, previo concepto del comité 

•s de conciliación convocadas y, en 

ente el Representante Legal del 

to, y la correspondiente ala acción 

5, y administrativas. 
Departamento Administrativo de 

iones de recibir notificaciones 
del Tolirne;: 

todas.so de 	
las actuaciones admin Untes y/a judiciales en las cuales e Asuntos Jurídicos delp 

a parte o tenga interés en su favor o 

I Gobierno Nacional. Conforme  

I Departamento Administrativo de 

e Representar judicial, administrativa 

o 
a través de apoderados especiales 

"UNIDOS POR lts. GRANDEZA El TOLIMA
- 
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0 5 PF 2012  
nstituido para el efecto, para 

me la defensa de la misma y 

mandatarios por medio del 

mediando el correspondiente poder especial exoresmente i 

lo oval contara con todas las facultades necesaria parta 

para determinar las facultades conferidas a los r ..sPecliv 
... 	. 

poder. 

ARTICULO CUARTO: INVESTIR con facultades de gobernad 

del Departamento del Tolima, al Director del Departame 

Jurídicos, para asistir, representar, participar, formol 

cumplimiento y obligar al ente territorial con amplias:fanilt  

de pacto o abstenerse de hacerlo de acuerdo eón las,'Sorre 

Departamento en cada caso en la audiencia especial le pe 

en el articulo 27 de la ley 472 de 1998, y normaiquetlyrafo 

investiga para participar como representara -d 'DP 

verificación a los que sea convocado el Gobemadpr . Gel  

acciones. 

ARTICULO QUINTO: El delegatario deberá rendir in o 

requerido para efecto, por el suscrito Gobernador. 

ARTICULO SEXTO: El presente Decreto rige a partir de la e 

demás actos administrativos que le sean contrarias en esp 

Febrert de 2002, 

r dei Tolima y representante 

o Administrativo de Asuraos 

propuestas de pacto de 

es para proponer propuestas 

sendas que tiene atribuidas al 

de cumplimiento establecida 

Men, así mismo, se le faculta e 

Cemento en los comités de 

Mima dentro de las mismas 

Sobre su gestión cuando sea 

a de expedición, y dercea los 

lal del Decreto 0125 del 14 de 

COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE Y ÚMPLASE 

2 
LUI CARL 

Golérnád 

"UNIDOS POR LA GRANDEZA DELT 

• S Di 	•the 

del Tolima 
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República de Colombia 
Departamento del Tolima 

Gobernación 

DECRETO No. 	01 

O 1 ENE 2020 
"Por medio del cual se hacen unos nombramientos en la planta global de empleos de la 

Administración Central Departamental" 

-EL GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DEL TOLIMA 
En uso de sus atribuciones conferidas por los Artículos 303 y 305 de la Constitución Nacional 

y en especial el Artículo 95 del Decreto Legislativo 1222 de 1986 y 648 de 2017 

DECRETA: 

ARTÍCULO PRIMERO: 	Nombrar dentro de la planta global de empleos de la 
Administración Central Departamental a las siguientes personas: 

SANTIAGO BARRETO TRIANA, con cédula de ciudadanía 
1.110.490.280, como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO 
GENERAL Y DE APOYO A LA GESTION. 

MARIA DEL CARMEN MUÑOZ, con cédula de ciudadanía No. 
65.768.910 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL. 
DIRECTIVO, CÓDIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA DE 
HACIENDA 

ALEXANDER TOVAR GONZÁLEZ, con cédula de ciudadanía 
93.387.300 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO DEL 
INTERIOR. 

FREDY TORRES CERQUERA, con cédula de ciudadanía 
93.389.237 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO DE 
AMBIENTE Y GESTIÓN DEL RIESGO 

O 1 

BEATRIZ VALENCIA GOMEZ, con cédula de ciudadanía 
28.817.217, como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA DE 
DESARROLLO AGROPECUARIO Y PRODUCCION 
ALIMENTARIA. 

JULIAN FERNANDO GOMEZ ROJAS, con cédula de 
ciudadanía 93.404.734 como SECRETARIO DE DESPACHO, 
NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO 
DE EDUCACION Y CULTURA. 

• 
JORGE LUCIANO BOLIVAR TORRES, con cédula de 
ciudadanía No. 93.393.638 como SECRETARIO DE 
DESPACHO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, 
SECRETARIO DE INCLUSION SOCIAL POBLACIONAL. 

SANDRA LILIANA GARCIA COBAS, con cédula de ciudadanía 
No. 30.395.980, como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA DE 
INFRAESTRUCTURA Y HÁBITAT. 

"El Tolima nos une" 
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P' vEDA, con cédula de ciudadanía No. 

14.395.600 como SECRETARIO DE DESPACHO, NIVEL 
DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIO DE 
PLANEACION Y TIC. 

DELCY ESPERANZA ISAZA BUENAVENTURA, con cédula de 
ciudadanía No. 65.808.881, como SECRETARIO DE 
DESPACHO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, 
SECRETARIA DE LA MUJER. 

ERIKA MARIA RAMOS DÁVILA, con cédula de ciudadanía 
No.1.110.453.438, como SECRETARIO DE DESPACHO, 
NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, SECRETARIA 
DE DESARROLLO ECONOMICO. 

ADRIANA ALEXANDRA MÁRQUEZ RAMÍREZ, con cédula de 
ciudadanía No.52.087.751, como SECRETARIO DE 
DESPACHO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 020, GRADO 04, 
SECRETARIA DE SALUD. 

NIDIA YURANY PRIETO ARANGO, con cédula de ciudadanía 
No.28.539.762, como DIRECTOR DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO, NIVEL DIRECTIVO, CODIGO 055, GRADO 
DE 	REMUNERACION 	03, 	DEPARTAMENTO 
ADMINISTRATIVO DE ASUNTOS JURÍDICOS. 

CARLOS ALBERTO BARRERO PRADA, con cédula de 
ciudadanía 	No. 	93.128.012, 	como 	DIRECTOR 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO, NIVEL DIRECTIVO, 
CODIGO 055, GRADO DE REMUNERACION 03, 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE. 

Los funcionarios nombrados en el presente acto administrativo, 
deberán dar cumplimiento a lo ordenado en la Ley 951 de 2005 
y además deberán declarar que no se encuentran incursos en 
causal de inhabilidad e incompatibilidad alguna. 

Remitir copia a la Secretaría Administrativa, Dirección de Talento 
Humano, para lo pertinente. 

It 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dado en Ibagué, a 

4r 	11.  

$7. 
 
. 

Elaboró:Myr la E. 

rdllikró :-C/Documentos/Decretos 

JOSE CARDO ORO,  CC//ALERO 
Gobernador del Tolima 
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CONSTANCIA SE FIRMA: 

RMA DE QUIN POSESIONA FIRMA DEL POSESIONADO 
• 

ACTA DE POSESIÓN 

ENOR (114) 	N,J).  
ACHO DEL. 1rs"4a C1  HOY 	 

EL FIN DEIDMAR POSESIÓN DEL. CARGO 

e,  __D) .1/e6 vC) 

SE PRESENTO AL 

02,72  

VD 

SIGNACI N MEN UAL DE  	 P RA EL CUAL FUE 

	

I ,D  v7 o (1-- ~ d Icivi 	flezire ) ,0 POI  

ECHA  ói o 	-eU(12,n) l-)-e.-- 	2.1)  

MENTADO EN FORMA LEGAL - PROMETIO CUMPLIR BIEN CON LOS DEBERES DEL CAR O Y 

SENTO C. DE C. No 29-5.59 'TZ 2-  DE 	 LIBRETA MILITAR No 	  

TIFICADO JUDICIAL No. 	 DEL DAS DE 	  DE FECHA 	  

TIFICADO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS, PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN No 	 

	

FECHA 	  

LO PROFESIONAL 

UNIVERSIDAD 	  

LO DE POST-GRADO DE 	  

LA UNIVERSIDAD DE 	  

SENTO 	  



P 2900100-63097081-F-0028539702-20011127 	03191013301 01 122107834 

05-AGO-1983 FECHA DE NACIMIENTO 

!BAGUE 
(TOLIMA) 
LUGAR DE NACIMIENTO 

1 

REPÚBLICA DE COLOIVSIDI 
IDENTIFICACION PERSONAL 

CEDULA DL.. ClUDADANIA 

NUMERO 2853Q762 

PRIETO ARANGO 
APELLIDOS 

1.65 	0+ 
ESTATURA 	G.S. RH 

07-SEP-2001 IBAGUE 
FECHA Y LUGAR DE EXPEDICION 

IdPIA YURANY 
inibmer.Es 

IND CE DERECHO 

F 
SEXO 

REGIST DOR ACIONAL 
(VAN DUQUE ESCOBAR 



148559 	20/02/2008 07/12/2006 
"'arbole No. 	 Feche clio 	

Godo de Expedido° 
NIDIA YURANY 
PRIETO ARME«) 
28539762 	 TOLIMA 
Cacheis 	 Corroe° Secciona 

bitStr°TA  

~Lerdo Coma* Suporkst 
da la Judicatura 

REPUBLICA DE COLOMBIA 
247910 	RAMA JUDICIAL 

CONSEJO SUPERIOR DE L.A JUDICATURA 

TARJETA PROFESIONAL DE ABOGADO 

11,2001,0005437 

070539 

ESTA TARJETA ES DOCUMENTO PUBLICO 
Y SE EXPIDE DE CONFORMIDAD CON LA 
LEY 270 DE 1996, EL DECRETO 196 DE 1971 
Y EL ACUERDO 180 DE 1996. 

SI ESTA TARJETA ES ENCONTRADA, POR 
FAVOR, ENVIARLA AL CONSEJO SUPERIOR 
DE LA JUDICATURA, UNIDAD DE REGISTRO 
NACIONAL DE ABOGADOS. 
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